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SEGUNDO INFORME DE LA COMISION DE CONSTITUCION, LEGISLACION, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que modifica el Código de Procedimiento Penal y el Código Penal en lo relativo a la detención y a la protección de los derechos de los ciudadanos.











HONORABLE SENADO:





			Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de emitir su segundo informe acerca del proyecto de ley del rubro, iniciado por moción de varios señores Diputados, que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Penal y del Código Penal.





			A la sesiones en que resolvimos este asunto concurrieron, además de los miembros de la Comisión, los HH. Senadores señores Vicente Huerta Celis y Beltrán Urenda Zegers. Asistió también el asesor jurídico del Ministerio de Justicia, don Claudio Troncoso.





			La Comisión escuchó informes verbales, referentes a algunos aspectos puntuales del proyecto, de la señora Clara Szczaranski, Presidenta del Consejo de Defensa del Estado y del profesor don Antonio Bascuñán Rodríguez. 





			Se recibieron documentos con observaciones del Instituto de Ciencias Penales de Chile y del Instituto Nacional de la Juventud, las que fueron tenidas en cuenta en el curso de la discusión particular. Se agregan al final, como anexos.





- - - - -


			En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 40 del Reglamento del Senado, se deja constancia que el artículo 1º, letra f), número 2, y los artículos 3º y 4º del proyecto contienen normas orgánicas constitucionales, pues se refieren a atribuciones de los tribunales y, en consecuencia, para ser aprobados requieren el voto conforme de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio.





			Habiendo la Comisión introducido cambios al proyecto, que importan otorgar nuevas atribuciones a los tribunales de justicia, se ofició a la Corte Suprema para recabar su opinión, conforme lo ordenan los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.





			Para efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:





I. DISPOSICIONES DEL PROYECTO QUE NO FUERON OBJETO DE INDICACIONES NI DE MODIFICACIONES EN ESTE TRAMITE REGLAMENTARIO: artículo 1º, letras a) y e); esta última pasó a ser letra d).





II. INDICACIONES APROBADAS: 23 y 42.





III. INDICACIONES APROBADAS EN FORMA PARCIAL O BIEN CON MODIFICACIONES: 5, 10, 11, 12, 13, 16, 17, 19, 20, 25, 31 y 37.





IV: INDICACIONES RECHAZADAS: 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8, 9, 14, 15, 18, 21, 22, 24, 26, 27, 28, 29, 30, 32, 33, 34, 35, 36, 38, 39, 40, 41, 43, 44, 45, 46, 47 y 48.


- - - - -





�
DISCUSION Y ACUERDOS





Indicaciones números 1 y 2





			Del H. Senador señor Cooper, inciden en la letra b) del artículo 1º del proyecto. 





			Esa letra agrega al artículo 253 del Código de Procedimiento Penal dos incisos, que materializan una de las finalidades principales del proyecto, cual es establecer el deber de informar al detenido o preso acerca del motivo de la detención y de los derechos que tiene en tal situación.





			Las indicaciones reponen, en primer término, una disposición rechazada por la Comisión en el trámite reglamentario de primer informe, que disponía dar la información al momento mismo de privarse de libertad a un individuo. En segundo término, agregan a la obligación de fijar en los lugares de detención un cartel con los derechos del detenido, la de entregar a éste un volante impreso, con la enunciación de los mismos derechos. 





			De ser aprobada la primera idea, podrían verse entrabadas significativamente las operaciones policiales de resguardo del orden y la seguridad públicos, según hicieron presente a vuestra Comisión Carabineros y la Policía de Investigaciones, durante la discusión general. En cuanto a la segunda, la entrega del volante informativo, además de ser redundante, impondría nuevos gastos, cuya fuente de financiamiento no se ha señalado.





			Por tales motivos, la Comisión las rechazó, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





�
Indicaciones números 3 y 4





			De los HH. Senadores señora Feliú y señor Errázuriz, para reponer, en el primer inciso contenido en letra b) del artículo 1º, el requisito de estampar el detenido su firma en el libro de guardia, o consignar en el mismo su negativa o impedimento para hacerlo.





			La Comisión resolvió mantener el criterio seguido en el primer informe y no exigir que se estampe la rúbrica, porque ello podría prestarse para confusiones en cuanto a los efectos de la omisión y al sentido de firmar: si no se hace, luego podrá discutirse la exactitud de los hechos consignados en el libro; si se hace, podrá argumentarse en pro o en contra de si ello ha significado asentir a lo que se expresa en el parte.





			Por ello la Comisión, por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, rechazó ambas indicaciones.





Indicación número 5





			Del H. Senador señor Cooper, para agregar al ya citado primer inciso de los que se incorporan al artículo 253 del Código de Procedimiento Penal una disposición que establece que la información sobre la causa de la detención y los derechos del detenido se entregará en la casa de éste, en los casos de los incisos cuarto y quinto del artículo 260 del referido Código.





			El artículo 2º, letra a), de la ley Nº 19.164, de 1992,  adicionó dos nuevos incisos al artículo 260 del Código de Procedimiento Penal, que permiten que la detención de quien ha obrado en legítima defensa conforme al segundo párrafo del número 6º del artículo 10 del Código Penal �, se haga efectiva en su casa, o en la que él señale, si no la tuviere en la ciudad asiento del tribunal competente.





			Por su parte, el artículo 19, número 7º, letra d), de la Constitución Política de la República estatuye que nadie puede ser arrestado o detenido, sujeto a prisión preventiva o preso, sino en su casa o en lugares públicos destinados a este objeto.





			La Comisión consideró que esta indicación es un complemento útil de las disposiciones ya aprobadas, por lo que le prestó su aprobación por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero, con ajustes formales.





			Del mismo modo unánime resolvió dejar constancia en este informe que la expresión "casa de detención" que se usa en nuestro ordenamiento penal y procesal penal incluye desde luego la casa habitación de la persona privada de libertad, así como todos los demás lugares indicados en los preceptos constitucional y legal que se han recordado.





- - - - -





			A continuación, como consecuencia de la indicación recién aprobada, se acordó,  también por unanimidad, reubicar estos incisos en el artículo 284 del Código de Procedimiento Penal, en lugar de hacerlo en el 253.





			Para obrar así se tuvo en cuenta que el artículo 253 se halla en el párrafo de normas que fijan el régimen general de la detención, en tanto que el artículo 284 está en el de las disposiciones comunes a la detención y a la prisión preventiva; además, este último precepto regula la ejecución de los mandamientos de detención o de prisión, todo lo cual hace más propia esta ubicación para las normas en comento.





- - - - -





Indicación número 6





			Del H. Senador señor Urenda, recae en el segundo de los incisos que la letra b) del artículo 1º agrega al artículo 253 del Código de Procedimiento Penal.





			Ella propone reemplazar la disposición que faculta al Ministerio de Justicia para fijar el texto y contenido del cartel con los derechos del detenido, por otra que remite a los derechos del inculpado consignados en el  párrafo 3 del Título III del Libro I del Código de Procedimiento Penal. Dicho párrafo, conformado únicamente por el artículo 67, menciona los derechos a designar abogado y procurador, presentar pruebas, acreditar la conducta anterior, instar por la activación de la investigación, pedir conocimiento del sumario, presentar ciertos recursos e intervenir en ellos ante los tribunales de alzada.





			Se tuvo presente a este respecto que no todo detenido es un inculpado, de manera que, de ser aprobada la indicación, la obligación de informar no se haría extensiva a los detenidos que no fueren inculpados. Por tal motivo, la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero la rechazó.





Indicación número 7





			Del H. S. señor Urenda, para suprimir la letra c) del artículo 1º del proyecto.





			La letra en cuestión modifica el artículo 260 del Código de Procedimiento Penal, con el objeto de derogar las causales en virtud de las cuales se practica en la actualidad la detención por sospecha, esto es, constituye una de las ideas matrices o fundamentales de la iniciativa en informe.





			La Comisión rechazó la indicación, por 2 votos en contra, de los HH. Senadores señores Fernández y Otero y la abstención del H. Senador señor Larraín.





Indicaciones números 8 y 9 





			De los HH. Senadores señora Feliú y señor Errázuriz, inciden también en la letra c) del artículo 1º del proyecto, ya aludida con motivo de la indicación anterior.





			Estas proposiciones incorporan al artículo 260 del Código de Procedimiento Penal un nuevo número 4º, que agrega a los casos en que la policía está obligada a detener, la hipótesis del que ocultare su rostro o de cualquier manera dificultare o disimulare su verdadera identidad y se negare a darla a conocer.





			La figura propuesta restablece la posibilidad de detener a una persona por sospecha, en circunstancias que el proyecto tiene como una de sus finalidades principales eliminarla. Por ello las indicaciones fueron rechazadas, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero.





Indicaciones números 10, 11, 12 y 13





			De los HH. Senadores señora Feliú y señores Cooper, Huerta y Errázuriz.





			Estas indicaciones fueron tratadas y resueltas conjuntamente, ya que todas ellas versan sobre el control de identidad y la retención, figuras contenidas en el segundo inciso del texto que reemplaza el artículo 260 del Código de Procedimiento Penal según el proyecto propuesto por la Comisión en su primer informe, cuyo texto es el siguiente:





 			"Artículo 260.- Los agentes de policía están obligados a detener:


1º A todo delincuente de crimen o simple delito a quien se sorprenda in fraganti;


2º Al sentenciado a las penas de presidio, reclusión o prisión que hubiere quebrantado su condena, y


3º Al detenido o preso que se fugare.





			La policía podrá solicitar la identificación de cualquier persona, en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella ha cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, o de que se dispone a cometerlo, o de que puede suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen o simple delito. En caso de negativa para acreditar la identidad, la policía podrá retener a la persona hasta por tres horas y deberá darle todas las facilidades posibles para probarla, lo que podrá hacer por cualquier medio. El ejercicio abusivo de esta facultad o la negativa a dar facilidades para permitir la identificación serán sancionados disciplinariamente en los términos del inciso final del artículo 293.”.





			Las indicaciones fueron aprobadas en parte, refundidas en una sola disposición, que es la que os proponemos como nuevo inciso segundo del artículo 260, en la letra b) del artículo 1º del proyecto que figura al final de este informe.





			La Comisión estimó atendibles los cambios propuestos en estas indicaciones, ya que el precepto aprobado en primer informe presenta, en esta materia, la debilidad de que bastaría la negativa pertinaz a identificarse por parte de un delincuente avezado, para que quedare libre una vez transcurrido el plazo de tres horas de retención. Por ello se prefirió hacer lugar a la detención en caso de negativa o imposibilidad de identificarse.





			El asesor del Ministerio de Justicia hizo presente que rehusar dar a conocer la propia identidad es una conducta tipificada como falta por el número 5º del artículo 496 del Código Penal y que, en todo caso, las faltas, en conformidad con el artículo 247 del Código de Procedimiento Penal, no dan lugar a la detención, sino a la citación del inculpado. En relación con este mismo punto, añadió, hay que precaver la posibilidad de que una persona sea detenida no obstante haber acreditado su identidad, so pretexto de que no lo hizo.





			Con todo, la Comisión fue del parecer que la ley no puede amparar al recalcitrante y que para obtener el detenido su libertad, según el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal, deberá acreditar al menos un domicilio o, si optare por rendir caución, estará obligado a identificarse y a señalar domicilio.





			Cabe hacer notar acerca de este tema que hay legislaciones europeas que no cifran la identificación de las personas, como lo hace nuestro ordenamiento, en un instrumento público en que se consignan diversos atributos de la personalidad, sino precisamente en el domicilio, que en esos países es un elemento de gran fijeza. No se puede prescindir, tampoco, del hecho que los delincuentes de nuestro medio nacional actúan con frecuencia premunidos de cédulas de identidad robadas, extraviadas o adulteradas.





			En el nuevo segundo inciso que proponemos para el mencionado artículo 260 se mantiene la facultad de la policía para solicitar a una persona que se identifique, en los mismos casos fundados señalados en la norma propuesta en el primer informe, pero se elimina la atribución de retenerla, que es reemplazada por la autorización para detenerla y trasladarla a la unidad policial más cercana, para los efectos del artículo 266 del Código de Procedimiento Penal, en caso de negativa o imposibilidad de probar la identidad. Este último precepto dispone que el funcionario de guardia deberá poner en libertad a los detenidos por un delito flagrante de aquellos que, conforme al artículo 247 del mismo Código, sólo ameritan la citación a comparecer ante el tribunal competente �.





			Por otra parte, en el inciso que aprobamos en este segundo informe se hace explícito que el control de identidad no autoriza el traslado de las personas, sino que debe practicarse in situ. 





			Finalmente, se conserva la sanción para los casos de ejercicio abusivo de las facultades de controlar la identidad y de practicar eventualmente la detención subsecuente, y de negativa a dar facilidades que permitan al afectado identificarse.





			La Comisión aprobó estas indicaciones, modificadas y refundidas en el segundo inciso del artículo 260 contenido en la letra b) del artículo 1º del proyecto, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





			En relación con las modificaciones aprobadas en la forma que se ha dicho, el H. Senador señor Hamilton hizo a su vez indicación para suprimir del segundo inciso del artículo 260 del Código de Procedimiento Penal, según el texto aprobado en este trámite reglamentario, la frase "o si, habiendo recibido las facilidades del caso no le ha sido posible acreditarla". Explicó que le parecía excesivo autorizar la detención de una persona sólo porque no ha logrado probar su identidad en un control policial callejero. 





			Puesta en votación, fue rechazada por dos votos, de los HH. Senadores señores Fernández y Otero, contra uno, emitido por el autor de la proposición.





Indicación número 14





			Del H. Senador señor Cooper, para introducir en el artículo 1º una letra nueva, a continuación de la letra c), que modifica el artículo 261 del Código de Procedimiento Penal.





			Dicho artículo permite a la policía detener al que es sorprendido in fraganti en la comisión de una falta, si no tuviere domicilio conocido ni rindiere caución de comparecencia.





			La indicación agrega como motivo de detención el mantener la negativa a identificarse con ocasión de un control policial, más allá del plazo de retención.





			Como consecuencia de haberse eliminado la figura de la retención, la unanimidad de la Comisión, formada por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton y Otero, rechazó esta indicación.





Indicaciones números 15 y 16





			Al igual que otras anteriores, fueron consideradas simultáneamente por la Comisión. Ambas inciden en la letra d) del artículo 1º del proyecto, que reemplaza el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal. 





			Este último precepto es el que señala el procedimiento a seguir por parte del funcionario encargado de la guardia en los recintos de detención, en caso que el detenido que reciba lo sea por alguno de los delitos indicados en el artículo 247 del Código de Procedimiento Penal, antes mencionado �. Al efecto estatuye que el detenido deberá ser puesto en libertad, intimándosele comparecer ante el juez competente, si se reúnen los siguientes dos requisitos: que acredite domicilio o profesión y que rinda una fianza.





			La indicación número 15, del H. Senador señor Urenda, opta por la alternativa técnica de sustituir frases del texto vigente, en lugar de reemplazarlo en su totalidad. De esa forma se mantiene el carácter copulativo de los requisitos indicados arriba para poner en libertad a estos detenidos, que la Comisión en su primer informe decidió hacer alternativos.





			El número 1 de esta indicación introduce en el texto del artículo 266 del Código de Procedimiento Penal un cambio, en cuanto al sujeto al cual es atribuida la facultad de calificar el delito flagrante imputado y, en su caso, de poner en libertad al detenido: el "oficial de guardia del recinto" a que sea conducida esa persona. En el texto vigente es simplemente "el funcionario que la reciba" y en el del primer informe de la Comisión es el "oficial de guardia del recinto policial".





			El número 2 de la misma indicación tiene por efecto elevar a media unidad tributaria mensual el monto de la caución en dinero efectivo en caso de faltas, fijada actualmente en un cuarto de unidad tributaria mensual por el inciso segundo del artículo 266.





			La  indicación número 16, del H. Senador señor Huerta, que es sustitutiva de todo el artículo 266 del Código de Procedimiento Penal, también exige la concurrencia copulativa de los dos requisitos ya señalados para poner en libertad a un detenido por delito flagrante que amerite sólo citación, y reemplaza la referencia al "oficial de guardia" del recinto policial por una al "funcionario encargado" de dicho recinto. Explicó su autor que no es posible que en todos los recintos policiales haya un oficial a cargo de la guardia.





			En la consideración de estas indicaciones y del artículo en que inciden, se tuvo en vista que los artículos 247 y 266 del Código de Procedimiento Penal tratan de figuras menos graves, que no se penan con privación de libertad mayor a 540 días y respecto de las cuales se busca básicamente asegurar la comparecencia en estrados del detenido.





			En virtud de estos antecedentes, la Comisión prefirió conservar la modalidad técnica de la sustitución total del artículo, rechazando en consecuencia la indicación número 15,  y acogió parcialmente la número 16, en cuanto precisa que las facultades del artículo 266 corresponden a los encargados de la guardia en los recintos policiales. Además de lo cual introdujo mejoras formales en la redacción de la frase respectiva. 





			Estos acuerdos se adoptaron por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero.





Indicaciones número 17, 18 y 19





			Se refieren todas ellas al número 1 de la letra f) del artículo 1º del proyecto, que reforma el artículo 293 del Código de Procedimiento Penal, por lo que fueron consideradas conjuntamente.





			Dicho artículo establece, en su inciso primero, que las condiciones de la detención y de la prisión preventiva deberán molestar a la persona y dañar su reputación lo menos posible.





			El inciso segundo consagra el derecho del detenido o preso, aún del incomunicado, a informar de su privación de libertad a su familia, a su abogado o a la persona que él indique, por intermedio de la policía o del tribunal





			El inciso tercero establece el derecho del detenido, aún antes de ser puesto a disposición del juez, a conferenciar con su abogado sobre el trato recibido, las condiciones de detención y sus derechos.





			El número 1 de la letra f) de nuestro proyecto del primer informe reemplaza el inciso segundo del mencionado artículo 293 con el doble propósito de, por una parte, disponer que el aviso será dado a la mayor brevedad y por los medios más expeditos posibles y, por otra parte, establecer que el llamado a darlo es el propio detenido o preso, correspondiendo hacerlo a la policía o al secretario del tribunal sólo cuando lo anterior no sea posible.





			La indicación número 17, del H. Senador señor Huerta, reemplaza el derecho a dar aviso que tiene el detenido o preso, por la obligación de darlo que impone al encargado de la guardia del recinto policial, o al secretario del tribunal.





			La indicación número 18, del H. Senador señor Cooper,  plantea hacer el aviso gratuito para el detenido.





			La indicación número 19, del mismo H. Senador señor Cooper, agrega al final del inciso segundo una frase que explicita que la obligación de dar el aviso recaerá sobre el secretario del tribunal, cuando el detenido no hubiere ingresado antes a un recinto policial u otro lugar de detención.





			Se tomó en cuenta respecto del aviso que puede dar el detenido o preso, que este derecho podría ser empleado por integrantes de organizaciones criminales, especialmente las que operan en el tráfico de drogas y en el terrorismo, para desviar su finalidad y enviar mensajes conforme a una clave previamente convenida, burlando así la sorpresa o la eficacia de una pesquisa policial o judicial. No es obstáculo a lo anterior que el aviso sea dado por un funcionario, porque el mensaje transmitido puede tener un sentido para el común de la gente y otro diverso para los concertados en una asociación ilícita. Por último, se consideró también que es posible que el propio detenido o preso tenga interés en que su situación no sea conocida por otras personas, para no poner en riesgo, por ejemplo, un puesto de trabajo.





			Sopesados los factores antedichos, la Comisión juzgó que la fórmula que presenta menor riesgo para los interesados es consagrar el aviso como una obligación funcionaria, porque se debe hacer confianza en que la policía y los funcionarios judiciales obrarán con prudencia y recto criterio.





			La Comisión aprobó las indicaciones números 17 y 19 refundidas y redactadas en la forma que aparece en el texto al final de este informe como número 1 de la letra f) del artículo 1º, y rechazó la número 18, por estimar que ésta impone un gasto nuevo, cuyo financiamiento no está indicado. Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





Indicación número 20





			Del H. Senador señor Huerta, para reemplazar el nuevo inciso final que el número 2 de la letra f) del artículo 1º del proyecto adiciona al artículo 293 del Código de Procedimiento Penal, antes descrito.





			El inciso nuevo propuesto en el primer informe tipifica y sanciona la infracción administrativa consistente en negar, o retardar injustificadamente, el ejercicio del derecho a dar este aviso o el de conferenciar el detenido con su abogado.





			La indicación, en lugar de indicar la pena, señala que quien podrá aplicarla será la respectiva superioridad de la institución o del tribunal a que pertenezca el funcionario infractor.





			Señaló el autor de ella que, en el caso de Carabineros, existen dos categorías de personal, sujetas a reglamentos disciplinarios diferentes: el de nombramiento por decreto supremo y el de nombramiento institucional. Explicó que para este último no existe actualmente la sanción de suspensión del cargo.





			Se tuvo presente que la palabra "disciplinariamente"  empleada por este inciso deja en claro que no se trata de una sanción penal, sino administrativa.





			La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, aprobó esta indicación, modificándola de tal modo que el precepto satisfaga en términos claros y precisos todas las condiciones requeridas por una norma de este tipo: describir la conducta, asignarle una pena y señalar a quien corresponderá aplicarla.





Indicaciones números 21, 22 y 23





			Las dos primeras son del Presidente de la República y la última fue formulada por el H. Senador señor Cooper. Todas ellas están relacionadas con la letra g) del artículo 1º del proyecto, que regula los efectos en caso de omitirse el trámite de información al detenido o preso, por lo que fueron estudiadas simultáneamente.





			El precepto aprobado en nuestro primer informe dispone que, en tal evento, la autoridad competente aplicará sanciones disciplinarias, sin afectar la naturaleza y los efectos de la deposición extrajudicial prestada por el detenido o preso al momento de ser privado de libertad, la que, como se dijo en nuestro primer informe �, carece de valor probatorio.





			Las indicaciones del Jefe del Estado vuelven sobre el peso probatorio que podrá o no tener el testimonio prestado por el detenido o preso ante los funcionarios aprehensores.  Conforme a ellas, "las informaciones que la policía proporcione sobre hechos en que haya intervenido que se relaten en las comunicaciones o partes que envíen a los tribunales, en lo relativo a las declaraciones formuladas por el detenido, no tendrán el mérito que les concede el artículo 110 inciso segundo del Código de Procedimiento Penal" �. Además, sustituyen la expresión "autoridad competente" por "autoridad debida".





			El asesor del Ministerio de Justicia hizo presente que el artículo 484 del Código de Procedimiento Penal da el valor de un indicio o presunción más o menos grave a la confesión extrajudicial, esto es, la que no se ha prestado ante el juez de la causa y en presencia del secretario; lo cual sería demostración suficiente, a su juicio, de que en determinados casos las declaraciones extrajudiciales del inculpado pueden tener o llegar a tener valor probatorio.





			La Comisión, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, rechazó las indicaciones 21 y 22.





			Para adoptar este acuerdo tuvo presente que el precepto invocado regula la acreditación mediante testigos de una confesión extrajudicial y que el rechazo afirma el criterio sustentado en el primer informe, en orden a que las declaraciones extrajudiciales no tienen valor probatorio alguno, sea que estén o no incluidas en las comunicaciones o partes policiales, sea que se haya cumplido o no el trámite de información de sus derechos al detenido o preso.





			Por su parte, la indicación número 23, del H. Senador señor Cooper, agrega al final del inciso incorporado al artículo 319 del Código de Procedimiento Penal en el primer informe, la frase "y tendrá por no prestadas las declaraciones que el detenido hubiere formulado ante sus aprehensores".





			La Comisión, también por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, aprobó esta indicación, porque ella apunta en el mismo sentido que se ha venido sosteniendo por la Comisión, esto es, que las mentadas declaraciones no son prueba.





- - - - -





			Enseguida, como consecuencia de la indicación recién aprobada, la Comisión acordó, con igual unanimidad, sustituir al comienzo de este nuevo inciso que se incorporará al Código de Procedimiento Penal, la frase "además de tomar la declaración indagatoria" por "al interrogar al detenido o preso".





			Con ello se mejora la norma, puesto que no siempre el interrogatorio se hace a un inculpado, quien es el que rinde una indagatoria, sino que muchas veces el detenido o preso no lo es en dicha calidad, y lo que se pretende con las disposiciones de este proyecto es establecer, en todos los casos, las obligaciones funcionarias de informar del motivo de la medida que afecta a una persona que es privada de libertad y de los derechos que le asisten, así como  de verificar su cumplimiento. Asimismo, se reitera en esta formulación que el deber de informar rige tanto para los detenidos como para los presos.





			Finalmente, con la misma unanimidad, se acordó trasladar este inciso al artículo 284, por su vinculación con las disposiciones relativas a la información de derechos al detenido o preso, que también fueron ubicadas en aquel precepto, como se explicó al tratar la indicación número 5. La norma aparece al final de la letra e) del artículo 1º del proyecto que se estampa más adelante.





- - - - - -





Indicación número 24





			Esta indicación abre el capítulo de las que están referidas al artículo 2º del proyecto, que modifica el Código Penal.





			Formulada por el H. Senador señor Cooper, intercala una nueva letra a) en el precepto mencionado, mediante la cual se enmienda el artículo 148 del Código indicado.





			El artículo 148 penaliza al empleado público que ilegal y arbitrariamente desterrare, arrestare o detuviere a una persona. La indicación agrega al tipo la hipótesis de quien "retuviere" en la misma forma a alguien, en consonancia con la nueva figura de la retención derivada del control de identidad que la comisión había introducido en la letra c) del artículo 1º del proyecto del primer informe.





			Como en este trámite reglamentario del segundo informe la Comisión aprobó con modificaciones las indicaciones 10 a 13, y con ello eliminó del proyecto la retención por parte de la policía, rechazó esta indicación, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero.





�
Indicación número 25





			Del Presidente de la República, propone sustituir la letra a) del artículo 2º de nuestro primer informe. 





			Esa letra reemplaza el artículo 150 del Código Penal. Como se recordará, esta disposición sanciona a los que decretaren o prolongaren indebidamente la incomunicación de un procesado, le aplicaren tormentos o usaren con él de un rigor innecesario y a los que arbitrariamente hicieren arrestar o detener en lugares distintos que los designados por la ley; si de la aplicación de tormentos o del exceso de rigor resultaren lesiones o muerte, se agravan las penas señaladas a estos delitos.





			En nuestro primer informe aprobamos un artículo de reemplazo que, sin modificar las sanciones, no hacía mención de la aplicación de tormentos ni de los casos en que resultaren lesiones o la muerte de la víctima, porque esas hipótesis eran comprendidas en la definición que se hacía de la tortura en el artículo específico �. De este modo, el artículo 150 penaría solamente las detenciones e incomunicaciones ilegales o arbitrarias de un procesado y el usar con él un rigor innecesario. 





			El encabezamiento del artículo sustitutivo que propone la indicación reemplaza la pena específica de suspensión, por una alusión genérica a la pena "accesoria que corresponda". 





			Las penas accesorias de los crímenes y simples delitos están señaladas en los artículos 22 a 24 del Código Penal. Ellas son la suspensión e inhabilitación para cargos y oficios públicos, derechos políticos y profesiones titulares, la caución y la sujeción a la vigilancia de la autoridad y el pago de las costas, daños y perjuicios. Los efectos de las mismas son regulados por los artículos 38 a 49 del mismo Código.





			El número 1º del artículo propuesto en la indicación del Ejecutivo incluye entre los sancionados por la norma a quienes practiquen una incomunicación, además de las hipótesis del texto vigente, que castiga a los que la decretaren o la prolongaren indebidamente. Enseguida, en la indicación se alude a la incomunicación de "una persona privada de libertad", en lugar de "un procesado", como reza el artículo del primer informe, lo que coincide con la finalidad del proyecto,  en orden a cautelar mejor los derechos de las personas, desde que no todo detenido es un procesado.





			El número 2º del artículo contenido en la indicación mantiene la regla que castiga a quienes arbitrariamente hicieren arrestar o detener a una persona en lugares distintos que los designados por la ley.





			La Comisión aprobó esta indicación, con enmiendas.





			En primer lugar, decidió redactar en singular todas las oraciones descriptivas de las conductas que integran el tipo, porque el delito lo comete cada uno de los que incurren en estos ilícitos, sin que se requiera la concurrencia de una multiplicidad de sujetos, como podría entenderse del uso del plural en los artículos y verbos del texto legal. 





			En segundo lugar, añadió en el número 1º el término "indebidamente", que modifica el sentido de los verbos rectores del tipo, adverbio de modo que se encuentra en la norma vigente y en el texto de nuestro primer informe, y reincorporó la figura del uso de rigor innecesario, que la indicación excluye. 





			Por lo que dice relación con la aplicación de tormentos seguida de lesiones o muerte, como se ha dicho, el nuevo precepto que castiga la tortura incluye esta conducta. 





			El uso de rigor innecesario seguido de lesiones o muerte será sancionado de acuerdo con las normas del artículo 75 del Código Penal. 





			En tercer lugar, reemplazó en el número 2º el término "designados" por "establecidos", porque resulta más propio para referirse a los lugares de detención que la ley determina.





			Estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule.





Indicación número 26





			Del H. Senador señor Urenda, elimina del artículo 150 del Código Penal los tipos consistentes en la aplicación de tormentos y en el uso de rigor innecesario, así como las figuras de los mismos calificadas por el resultado de lesiones o muerte. Ella está en concordancia con otras proposiciones del mismo señor Senador, que incorporan aquellos delitos en el tipo de la tortura.





			La Comisión la rechazó, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero, para mantener la coherencia con otros acuerdos adoptados por ella, en el sentido de consagrar las diversas hipótesis del delito de tortura en artículo aparte y de conservar la ubicación actual de la figura de uso de rigor innecesario.





Indicaciones números 27 y 28





			De los HH. Senadores señora Feliú y señor Errázuriz, reemplazan el adverbio "indebidamente" que modifica los verbos del tipo del número 1º del artículo 150 del Código Penal, por "ilegalmente", y agregan como posible víctima del delito al "detenido", además del "procesado".





			Teniendo en cuenta que no sólo lo ilegal puede ser indebido, y que la enunciación aprobada en la indicación número 25 alude, en términos mucho más comprehensivos, a "una persona privada de libertad", la unanimidad de la Comisión, formada por los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín y Otero, rechazó estas dos indicaciones.





Indicaciones números 29 y 30





			De los HH. Senadores señora Feliú y señor Errázuriz,  agregan al texto de reemplazo del artículo 150 del Código Penal, según la Comisión lo propuso en su primer informe, un número 3º, nuevo. Este numeral penaría al que conociere de la comisión de alguno de los delitos del citado artículo 150 por razón del ejercicio de su cargo y que, pudiendo impedirla, no lo hiciere.





			La Comisión las rechazó, por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, porque esa conducta está penada en el precepto que se aprobó como artículo 150 A, lo que se explicará al tratar la indicación siguiente.





Indicación número 31





			Del Presidente de la República, sustituye íntegramente la letra b) del artículo 2º del proyecto, que tipifica el delito de tortura, contemplado en un artículo 150 bis, que el proyecto añade al Código Penal.





			El precepto aprobado en nuestro primer informe consta de tres incisos. 





			El primero castiga al funcionario público, y a quien desempeñe una función pública, que torturare, hiciere torturar o consintiere en la aplicación de tortura, así como a quien ejecutare alguna de estas conductas a instigación de los anteriores y al que no impidiere dichos actos, teniendo autoridad suficiente para hacerlo. El castigo con que la ley conmina a quienes incurran en este ilícito es el presidio o reclusión menor en su grado medio a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo � y la accesoria correspondiente.





			El inciso segundo define la tortura como todo acto que afecte seriamente la integridad física de una persona privada de libertad  o le cause dolores o sufrimientos físicos o mentales graves, con exclusión del dolor o sufrimiento causados legítimamente, esto es, en virtud de la debida aplicación de normas jurídicas.





			El inciso tercero sanciona el delito de tortura calificada por el resultado, o sea la que resulta agravada por la comisión, con ocasión de ella,  de los delitos de violación, sodomía, castración, mutilación, lesiones graves u homicidio. En tal caso, la pena aplicable es la asignada al delito específico, en su grado máximo.





			La indicación del Jefe del Estado reemplaza el artículo 150 bis por otro, compuesto de cuatro incisos.





			El inciso primero contiene el tipo básico de tortura, consistente en la aplicación de tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales, a una persona privada de libertad o en usar con ella de un rigor innecesario. El sujeto que la cause debe ser un empleado público. La sanción que se impone en este caso es presidio o reclusión menor en sus grados medio a máximo � e inhabilitación especial o absoluta en sus grados medio a máximo �.





			Debe observarse que se elimina la referencia a "quien desempeñe una función pública", lo que responde a que el artículo 260 del Código Penal preceptúa que se reputa empleado  "todo el que desempeñe un cargo o función pública", incluidos los de elección popular, para los efectos del Título V del Libro II de dicho Código (artículos 216 a 260), relativo a los crímenes y simples delitos cometidos por empleados públicos en el desempeño de sus cargos, y del párrafo 4 del Título III del mismo Libro y Código (artículos 148 a 161), que versa sobre agravios inferidos por funcionarios públicos a los derechos garantidos por la Constitución.





			El inciso segundo del artículo de la indicación del Ejecutivo propone una figura de tortura calificada, cual es la que se comete para compeler a la víctima o a un tercero a efectuar una confesión, hacer alguna declaración o entregar alguna información. En este caso, la pena se eleva y queda fijada en presidio o reclusión menor en su grado máximo  a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo � e inhabilitación absoluta en su grado máximo a perpetua �.





			El inciso tercero castiga la hipótesis de la comisión dolosa del delito tortura, cuando de él resultare la comisión culposa �-por negligencia o imprudencia del funcionario público- del delito de lesiones graves o de homicidio. La punición en este caso es aún más grave: presidio o reclusión mayor en sus grados mínimo a medio � e inhabilitación absoluta perpetua. 





			Hubo acuerdo en que un delito doloso y uno culposo no pueden ser castigados en la misma forma. Por ello, si la causación de las lesiones o la muerte fuere también dolosa, la situación se resolverá mediante la aplicación de las reglas sobre concurso ideal de delitos contenidas en el artículo 75 del Código Penal, esto es, imponiendo al hechor la pena mayor asignada al delito más grave. En otras palabras, en el caso de muerte se tratará de un homicidio calificado, y en el de lesiones, de un delito con agravantes.





			El inciso cuarto, por último, sanciona al empleado público que actúa como instigador del delito de tortura, de modo que ella es ejecutada por personas que no revistieren la calidad de empleados públicos.  Y también a cualquiera que, siendo legalmente competente para ello, y pudiendo impedir o hacer cesar la comisión de estos delitos, no lo hiciere; en esta última hipótesis, la sanción se disminuye en un grado.





			De esta última disposición corresponde concluir que quien delinque por omisión, es decir, no impide o no hace cesar la tortura, debe ser empleado público, lo que se deduce de la frase "siendo competente para ello en conformidad a la ley".





			Debe tenerse presente que el establecimiento del elemento dolo o culpa para encuadrar una conducta en alguno de los diversos tipos contenidos en este artículo será, tal como lo es hoy, una cuestión de prueba en el proceso respectivo.





			Luego de escuchar la opinión de la Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, señora Clara Szczaranski, y del profesor señor Antonio Bascuñán Rodríguez, la Comisión aprobó con modificaciones esta indicación, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, concordando un nuevo texto para el artículo en cuestión, que se consigna como artículo 150 A, en el proyecto que se estampa al final de este informe.





			Primeramente, suprimió de este tipo la conducta que consiste en usar con persona detenida un rigor innecesario, como consecuencia de haber resuelto mantenerla en su ubicación actual, que es el artículo 150 del Código Penal �. 





			Enseguida, reemplazó en ambos incisos la especificación de las penas accesorias, por una frase idéntica, que impone la accesoria que corresponda al delito, para lo cual se deberá estar a las reglas de los artículos 27 a 31 del Código citado.





			A continuación, en el primer inciso, referido a la tortura simple o tipo básico, se señaló que el sujeto activo del delito es un empleado público que ejecuta la acción típica, y también el que la ordena o quien consiente en que ella se ejecute. El sujeto pasivo o víctima es cualquier persona privada de libertad. Son elementos esenciales del tipo la indefensión y vulnerabilidad de la víctima y la calidad de funcionario del hechor.





			Por otro lado, si quien sufre la tortura no está privado de libertad, nos encontraremos, según el delincuente sea empleado público o un simple particular, frente a una de las figuras de abusos contra particulares (artículos 255 y sigtes.),  o amenazas (artículos 296 y sigtes.), o crímenes o simples delitos comunes contra las personas (artículos 390 y sigtes.).





			La conducta sancionada es la aplicación de tormentos o apremios ilegítimos, sean ellos físicos o mentales, así como ordenarlos o permitirlos.





			La sanción principal no cambia: presidio o reclusión menor en sus grados medio a máximo; pero sí varía la accesoria: la indicación del Ejecutivo propone inhabilitación especial o absoluta en sus grados medio a máximo, en tanto que en el precepto que aprobamos es la que corresponda según la gravedad de la principal: o sea, podrá ser desde suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena, hasta inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos e inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos durante el tiempo de la condena.





			El inciso segundo que aprobamos disminuye en un grado la pena que se aplicará al empleado público que, teniendo conocimiento de un delito de tortura y estando investido de autoridad suficiente para impedirlo o hacerlo cesar, se abstuviere de intervenir. Una disposición similar formaba parte del último inciso de la indicación del Ejecutivo en estudio.





			A continuación,  en un tercer inciso, se describe y castiga la tortura calificada por la finalidad, que es la que se comete para obtener, tanto de la víctima como de un tercero, confesiones, declaraciones o informaciones.  





			En este caso la pena principal se mantiene igual que en la indicación: presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo; respecto de la accesoria,  la de inhabilitación absoluta en su grado máximo a perpetua que se imponía en virtud de la indicación se troca por la que corresponda, que puede ser desde inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos e inhabilitación absoluta para cargos u oficios públicos durante el tiempo de la condena, hasta inhabilitación absoluta perpetua para derechos políticos e inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos e inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena.





			En el inciso cuarto y final de nuestro precepto se castiga con una pena específica el concurso ideal de delito doloso de tortura y delito culposo de lesiones o muerte, esto es, el que comete el que con ocasión de aquélla provoca además uno de éstos, por imprudencia o negligencia. La figura que proponemos en este proyecto se castiga con presidio o reclusión mayor en sus grados mínimo a medio �  y con inhabilitación absoluta perpetua. En este caso se quiso agravar la accesoria, señalándola específicamente, en lugar de dejarla entregada a la graduación establecida en los artículos 27 a 30 del Código Penal.





			Estos acuerdos fueron aprobados por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule.





Indicación número 32





			Del H. Senador señor Huerta, reemplaza el primer inciso del artículo 150 bis del primer informe que, como se ha dicho, define  y castiga el delito de tortura en sus diversas formas.





			Teniendo en cuenta los acuerdos adoptados por la Comisión en relación con el referido delito, se rechazó, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton,  Otero y Sule.





			Se hace presente 	que, si bien la indicación fue rechazada, la idea de exigir que quien pueda impedir la tortura esté en conocimiento de su ocurrencia para imponerle castigo, quedó recogida en la norma aprobada como artículo 150 A.





Indicaciones números 33, 34, 35 y 36





			Todas ellas están referidas a la letra b) del artículo 2º del proyecto, sobre delito de tortura.





 			Teniendo en cuenta los acuerdos adoptados por la Comisión en relación con el referido delito, fueron rechazadas por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton,  Otero y Sule.





			A mayor abundamiento, para adoptar este acuerdo se consideró también, en el caso de la indicación número 33, que ella limita la tortura sólo a acciones ejecutadas sobre inculpados o procesados, dejando fuera todas las demás formas en que una persona puede estar privada de libertad, y, por lo que concierne a las indicaciones números 35 y 36, que ellas definen lo que debería entenderse por tortura, cuestión que excede el marco del compromiso internacional impuesto al Estado chileno por la Convención contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1984, en virtud de la cual los signatarios se obligaron a penalizar la tortura y no a describirla.





Indicación número 37





			Del Presidente de la República, agrega una letra nueva al artículo 2º del proyecto, para incorporar al Código Penal un tipo nuevo, como artículo 150 bis a. El precepto propuesto consagra un conjunto de reglas para determinar la pena que corresponderá a los particulares que hubieren intervenido en la comisión de alguno de los delitos previstos en los artículos 150 y 150 bis -ahora 150 A-, de manera de otorgarles un trato menos riguroso que a los empleados públicos que hubieren participado en ellos.





			La Comisión tuvo en cuenta que si no existiere una norma como la que se comenta, esas personas serían castigadas por los delitos comunes que hubieren cometido y recibirían sanciones menores. Sin embargo, no resulta justo imponerles el mismo castigo asignado a la tortura, ya que esta última es una figura que se penaliza con especial severidad, porque uno de los elementos que la tipifica es el abuso de la función pública del autor.





			Se tuvo también presente que no todas las penas accesorias son aplicables a los particulares, como es el caso, por ejemplo, de la suspensión de cargo u oficio público durante el tiempo de la condena. Por lo que en este caso sólo se podrán imponer en la medida que corresponda o sea posible.





			La Comisión aprobó esta indicación, por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Otero y Sule, reformulando el precepto en conformidad a las consideraciones recién expuestas.





			De este modo, se redactó un artículo que señala las penas, tanto privativas de libertad como accesorias, que se impondrán a las personas que intervengan en la ejecución de los delitos sancionados por los artículos 150 y 150 A y no sean empleados públicos. Este precepto figura como artículo 150 B en el texto de nuestro proyecto.





Indicaciones números 38, 39, 40 y 41





			Fueron formuladas por el Presidente de la República y por los HH. Senadores señores Huerta, Sule y Núñez, respectivamente. Todas son relativas a la letra c) del artículo 2º del proyecto.





			En la letra c) aprobada por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, se derogaba íntegramente el párrafo del Código Penal que sanciona los delitos de vagancia y mendicidad, artículos 305 al 312.





			En el primer informe, la Comisión aprobó sólo en parte esa derogación y mantuvo vigente el artículo 309, que contiene la figura de pedir limosna habitualmente en lugares públicos y sin la debida licencia.





			Puestas en votación conjuntamente, se produjo un empate: se pronunciaron a favor de las indicaciones los HH. Senadores señores Hamilton y Sule y lo hicieron en contra los HH. Senadores señores Fernández y Otero.





			Repetida la votación, se recogieron 3 votos por la negativa, de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y 2 por la afirmativa, de los HH. Senadores señores Hamilton y Sule. En consecuencia,  estas cuatro indicaciones quedaron rechazadas. Sus Señorías dieron por reproducidos los fundamentos esgrimidos acerca de esta materia en el primer informe �.





Indicación número 42





			Del H. Senador señor Huerta, sustituye el epígrafe del párrafo 13 del Título VI del Libro Segundo del Código Penal, que actualmente reza "De la vagancia y mendicidad", por "De la mendicidad".





			Esta indicación es una consecuencia de haberse mantenido el artículo 309 del citado Código, por lo que fue aprobada, por 3 votos a favor, de los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero, y 2 en contra, de los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.





Indicación número 43





			Del H. Senador señor Huerta, para rechazar la derogación del artículo 310 del Código Penal, el cual, en consecuencia, mantendría su vigencia junto con el 309.





			El artículo 310 pena a quien obtuviere licencia para pedir limosna mediante falsedad y al que continuare pidiéndola después de haber cesado la causa que le permitió obtener el permiso para hacerlo.





			Por unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule, se rechazó.





Indicación número 44





			Del H. Senador señor Cooper,  agrega en el artículo 2º del proyecto una letra nueva, que intercala en el artículo 496 del Código Penal un número 3º. La norma que se incorpora configura como falta la conducta de quien se niega a acreditar su identidad cuando es requerido para ello por la policía y persiste en su negativa una vez transcurrido el plazo legal de retención.





			Se rechazó por la unanimidad de los HH. Senadores señores Fernández, Hamilton, Larraín, Otero y Sule, en vista que la figura de la retención por parte de la policía ha sido eliminada del proyecto. Además, se observó que la conducta descrita en la indicación está tipificada como falta en el número 5º del citado artículo 496.





Indicaciones números 45, 46, 47 y 48





			Del Presidente de la República y del H. Senador señor Núñez,  ellas inciden en los artículos 3º y 4º del proyecto y son concordantes con la derogación completa del párrafo sobre delitos de vagancia y mendicidad que proponían sus autores en indicaciones anteriores, ya rechazadas por la Comisión.





			Los mencionados artículos del proyecto modifican el Código Orgánico de Tribunales y la ley Nº 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, para suprimir de esos cuerpos legales las disposiciones que dan competencia a dichos jueces para conocer en primera instancia de los procesos por vagancia, conservando solamente las que los hacen competentes para conocer de los de mendicidad.





			Teniendo en cuenta lo resuelto en cuanto a mantener vigente el artículo 309 del Código Penal, que sanciona ciertos actos de mendicidad, estas indicaciones fueron rechazadas por 3 votos en contra y 2 abstenciones. Se pronunciaron por la negativa los HH. Senadores señores Fernández, Larraín y Otero y se abstuvieron los HH. Senadores señores Hamilton y Sule.


- - - - -





			En mérito de las consideraciones que quedan expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendaros que aprobéis las siguientes enmiendas al proyecto de ley propuesto en el primer informe:


�



Artículo 1º





Letra b)





			Pasa a ser parte de la letra e), como adiciones al artículo 284 del Código de Procedimiento Penal, en lugar de hacerlas al artículo 253.





			En el primer inciso que agrega esta letra, introducir las modificaciones que a continuación se señalan:





1. En la tercera oración, sustituir la expresión "la detención se efectúe" por esta otra: "la detención o aprehensión se efectúen".





2. En la misma oración, reemplazar las palabras "practicar la detención" por el vocablo "practicarla", y los términos "al detenido" por "al detenido o preso".





3. Agregar, al final de la misma tercera oración, antes del punto seguido (.), lo que se indica a continuación: "y de la razón de su detención o aprehensión. En los casos previstos en los incisos cuarto y quinto del artículo 260 , la referida información se entregará en la casa del detenido, o en la que él señale, cuando la tuviere fuera de la ciudad"





4. En la última oración, sustituir las expresiones "este artículo" por "este inciso" y "las disposiciones del artículo 284" por "lo establecido en el inciso anterior".





			En el inciso segundo que agrega esta letra, reemplazar las palabras "será fijado" por "serán fijados".





Letra c)





			Pasa a ser letra b), con las siguientes modificaciones.





			Intercalar como segunda oración del inciso segundo, después de las palabras "un crimen o simple delito.", la siguiente: "La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre, debiendo dársele todas las facilidades posibles para acreditarla, lo que podrá hacer por cualquier medio.".





			Sustituir, en el mismo inciso segundo, la oración "En caso de negativa para acreditar la identidad, la policía podrá retener a la persona hasta por tres horas y deberá darle todas las facilidades posibles para probarla, lo que podrá hacer por cualquier medio.", por esta otra: "En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si, habiendo recibido las facilidades del caso no le ha sido posible acreditarla, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 266.".


Letra d)





			Pasa a ser letra c), con las siguientes enmiendas:





1. Reemplazar la expresión "el oficial de guardia" por "el funcionario encargado".





2. Sustituir la forma verbal "se trata", las dos veces que allí aparece, por "si se tratare", y  la preposición "de", que figura antes de la expresión "una unidad tributaria mensual", por la preposición "a".


�



Letra e)





			Pasa a ser letra d), sin modificaciones.





- - - - - -





			Como se dijo, la letra b) ha pasado a integrar la letra e) del artículo 1º del proyecto, con las enmiendas consignadas en su oportunidad.





- - - - - -





Letra f)





			En el número 1, reemplazar la frase "El aviso lo dará el propio detenido y, de no ser posible, deberá hacerlo", por las siguientes palabras: "El aviso deberá darlo".





			En el mismo número, agregar una coma (,) entre el término "conducido" y la expresión "o el secretario", e insertar al final, sustituyendo el punto (.) por una coma (,),  la frase "si no se hubiere dado con anterioridad.".





			En el número 2, agregar en el epígrafe, luego del vocablo "inciso", la palabra "final".





			Además, en el inciso que se agrega por virtud de este número, sustituir las palabras "será sancionada" por "serán sancionados", y añadir la siguiente frase al final, reemplazando el punto (.) por una coma (,): "por la respectiva superioridad de la institución a la cual pertenezca el funcionario infractor o por la autoridad judicial que corresponda.”.





Letra g)





			Pasa a formar parte de la letra e), como último inciso agregado al artículo 284 del Código de Procedimiento Penal, con las siguientes modificaciones.





1. Sustituir la frase "además de tomar la declaración indagatoria" por "al interrogar al detenido o preso".





2. Reemplazar la expresión "en el penúltimo inciso del artículo 253", por "en los dos incisos anteriores".





3. Agregar, antes del punto final (.), la siguiente frase: "y tendrá por no prestadas las declaraciones que el detenido o preso hubiere formulado ante sus aprehensores".





Artículo 2º





Letra a)





			En el encabezamiento del nuevo artículo 150 del Código Penal, reemplazar la palabra "Sufrirán" por "Sufrirá" y la expresión "de suspensión en cualquiera de sus grados" por "la accesoria que corresponda".





			En el número 1º, sustituir las palabras "Los que decretaren o prolongaren" por "El que decretare o prolongare", y la expresión "de un procesado" por "de una persona privada de libertad".





			En el mismo número, reemplazar las palabras "usaren con él " por "usare con ella", y agregar al final la conjunción "y", sustituyendo el punto final (.) por una coma (,).





			En el número 2º, reemplazar las palabras "Los que" por "El que", la forma verbal "hicieren" por "hiciere" y el vocablo "designados" por "establecidos".





Letra b)





			Sustituirla por la que se indica a continuación:





			“b) Agrégase el siguiente artículo 150 A, nuevo:





                               “Artículo 150 A.- El empleado público que aplicare a una persona privada de libertad tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales, u ordenare o consintiere su aplicación, será castigado con las penas de presidio o reclusión menor en sus grados medio a máximo y la accesoria correspondiente.





                               Las mismas penas, disminuidas en un grado, se aplicarán al empleado público que, conociendo la ocurrencia de las conductas tipificadas en el inciso precedente, no las impidiere o hiciere cesar, teniendo la facultad o autoridad necesaria para ello.





                              Si mediante alguna de las conductas descritas en el inciso primero el empleado público compeliere al ofendido o a un tercero a efectuar una confesión, a prestar algún tipo de declaración o a entregar cualquier información, la pena será de presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo y la accesoria correspondiente.





                              Si de la realización de las conductas descritas en este artículo resultare alguna de las lesiones previstas en el artículo 397 o la muerte de la persona privada de libertad, siempre que el resultado fuere imputable a negligencia o imprudencia del empleado público, la pena será de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo a medio y de inhabilitación absoluta perpetua.".


- - - - - 





			Intercalar a continuación, como letras c) y d), las siguientes, nuevas:





			"c) Agrégase el siguiente artículo 150 B, nuevo:





                              "Artículo 150 B.- Al que, sin revestir la calidad de empleado público, participare en la comisión de los delitos sancionados en los dos artículos precedentes, se le impondrán las siguientes penas:





1º Presidio o reclusión menor en su grado mínimo a medio, en los casos de los artículos 150 y 150 A, inciso primero:;





2º Presidio o reclusión menor en su grado medio a máximo, en el caso del inciso segundo del artículo 150 A, y





3º Presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, si se tratare de la figura del último inciso del artículo 150 A. 





                              Además, se aplicarán las penas accesorias que correspondan.".





			d) Suprímense del epígrafe del párrafo 13 del Título VI del Libro II las palabras "vagancia y".".


- - - - -





Letra c)





			Pasa a ser letra e), sin modificaciones.





- - - - - 





			Si las modificaciones propuestas son aprobadas, el proyecto de ley queda como sigue:





PROYECTO DE LEY:





	"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el  Código de Procedimiento Penal:


�
�
                                     a) Elimínase el N° 1 del artículo 18.�
�



                                     b) Sustitúyense los incisos primero y segundo del artículo 260 por los siguientes:





                                     “Artículo 260.- Los agentes de policía están obligados a detener:


1º A todo delincuente de crimen o simple delito a quien se sorprenda in fraganti;





2º Al sentenciado a las penas de presidio, reclusión o prisión que hubiere quebrantado su condena, y





3º Al detenido o preso que se fugare.





	La policía podrá solicitar la identificación de cualquier persona, en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella ha cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, o de que se dispone a cometerlo, o de que puede suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen o simple delito. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encuentre, debiendo dársele todas las facilidades posibles para acreditarla, lo que podrá hacer por cualquier medio. En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad o si, habiendo recibido las facilidades del caso no le ha sido posible acreditarla, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana, para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 266. El ejercicio abusivo de esta facultad o la negativa a dar facilidades para permitir la identificación serán sancionados disciplinariamente en los términos del inciso final del artículo 293.”.�
�



	c) Sustitúyese el artículo 266, por el siguiente:





	"Artículo 266.-  Si el delito flagrante que se imputa a la persona detenida fuere alguno de los mencionados en el artículo 247, el funcionario encargado del recinto policial al que sea conducida deberá ponerla en libertad, intimándole que comparezca ante el juez competente a la primera hora de la audiencia inmediata, cumpliéndose uno de los siguientes requisitos: a) que el detenido acredite tener domicilio conocido, o b) que rinda en dinero efectivo una fianza de comparecencia ascendente a media unidad tributaria mensual si se tratare de una falta y a una unidad tributaria mensual si se tratare de un delito o  cuasidelito. La fianza será recibida por el mismo funcionario y podrá ser depositada por el propio detenido o por cualquiera persona a su nombre.





	Se darán al detenido las facilidades pertinentes  para que pueda cumplir con cualquiera de estos requisitos.”.


�
�
                                     d) Derógase el artículo 270.�
�
                                     e) Agréganse en el artículo 284 los siguientes incisos:





                                    "Todo detenido o preso, al momento de ser ingresado a la unidad policial o casa de detención, deberá ser informado de la razón de su detención o aprehensión y de los derechos a que se refiere el inciso siguiente. Se dejará constancia en el libro de guardia respectivo, de la forma en que se proporcionó la información, debiendo consignarse los nombres de los funcionarios ante quienes se haya cumplido esa exigencia. Sin perjuicio de lo anterior, en aquellos casos en que la detención o aprehensión se efectúen por orden judicial o de autoridad competente y no exista resistencia de parte del afectado, el funcionario aprehensor, al momento mismo de practicarla, deberá informar al detenido o preso de los derechos indicados y de la razón de su detención o aprehensión. En los casos previstos en los incisos cuarto y quinto del artículo 260, la referida información se entregará en la casa del detenido, o en la que él señale, cuando la tuviere fuera de la ciudad. La observancia de las exigencias de este inciso no exime al funcionario de dar cumplimiento a lo establecido en el inciso anterior.





	En todo recinto de detención policial y casa de detención, en lugar claramente visible del público, deberá existir un cartel destacado en el cual se consignen los derechos de los detenidos, cuyo texto y formato serán fijados por decreto supremo del Ministerio de Justicia.





	El juez, al interrogar al detenido o preso, deberá comprobar si se dio o no cumplimiento a lo dispuesto en los dos incisos anteriores. En caso de comprobarse que ello  no ocurrió, remitirá oficio con los antecedentes respectivos a la autoridad competente, para que ésta aplique las sanciones disciplinarias  correspondientes y tendrá por no prestadas las declaraciones que el detenido o preso hubiere formulado ante sus aprehensores.".�
�
�



�
 �
�
                                       f) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 293:





	     1. Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:





	  "El detenido o preso, aunque se encuentre incomunicado, tiene derecho a que a la mayor brevedad y por los medios más expeditos posibles se informe a su familia, a su abogado o a la persona que indique, del hecho y la causa de su detención o prisión. El aviso deberá darlo el encargado de la guardia del recinto policial al cual fue conducido, o el secretario del tribunal ante el cual fue puesto a disposición, si no se hubiere dado con anterioridad.".





	     2.- Agrégase el siguiente inciso final:





	  "La negativa o el retardo injustificado en el cumplimiento de lo establecido en los dos incisos precedentes serán sancionados disciplinariamente con la suspensión del cargo, en cualquiera de sus grados, por la respectiva superioridad de la institución a la cual pertenezca el funcionario infractor o por la autoridad judicial que corresponda.”.�
�
�






	 Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Penal:�
�



�
                                     a) Reemplázase el artículo 150 por el siguiente:





	 "Artículo 150.- Sufrirá las penas de presidio o reclusión menores y la accesoria que corresponda:





	 1° El que decretare o prolongare indebidamente la incomunicación de una persona privada de libertad, o usare con ella de un rigor innecesario, y





	 2° El que arbitrariamente hiciere arrestar o detener en otros lugares que los establecidos por la ley.".


�
�
                                     b) Agrégase el siguiente artículo 150 A, nuevo:





                                      “Artículo 150 A.- El empleado público que aplicare a una persona privada de libertad tormentos o apremios ilegítimos, físicos o mentales, u ordenare o consintiere su aplicación, será castigado con las penas de presidio o reclusión menor en sus grados medio a máximo y la accesoria correspondiente.





                                     Si mediante alguna de las conductas descritas en el inciso primero el empleado público compeliere al ofendido o a un tercero a efectuar una confesión, a prestar algún tipo de declaración o a entregar cualquier información, la pena será de presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo y la accesoria correspondiente.





                                     Si de la realización de las conductas descritas en este artículo resultare alguna de las lesiones previstas en el artículo 397 o la muerte de la persona privada de libertad, siempre que el resultado fuere imputable a negligencia o imprudencia del empleado público, la pena será de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo a medio y de inhabilitación absoluta perpetua.".�
�



                                     c) Agrégase el siguiente artículo 150 B, nuevo:





  	 "Artículo 150 B.- Al que, sin revestir la calidad de empleado público, participare en la comisión de los delitos sancionados en los dos artículos precedentes, se le impondrán las siguientes penas:





1º Presidio o reclusión menor en su grado mínimo a medio, en los casos de los artículos 150 y 150 A, inciso primero:;





2º Presidio o reclusión menor en su grado medio a máximo, en el caso del inciso segundo del artículo 150 A, y





3º Presidio o reclusión menor en su grado máximo a presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, si se tratare de la figura del último inciso del artículo 150 A. 





                                     En todos estos casos se aplicarán las penas accesorias que correspondan.".�
�



                                     d) Suprímense del epígrafe del párrafo 13 del Título VI del Libro II las palabras "vagancia y".





                                     e) Deróganse los artículos 305 al 308 y 310 al 312.�
�



	 Artículo 3°.- Suprímense en la letra d) del N° 2° del artículo 45 del Código Orgánico de Tribunales,  las palabras "vagancia y".�
�



	 Artículo 4°.- Suprímense en el N° 7° de la letra c) del artículo 13 de la ley N° 15.231, sobre organización y atribuciones de los juzgados de policía local, las palabras "vagancia y".".�
�



- - - - - -





 			Acordado en sesiones celebradas los días 3, 10 y 17 de junio y 1º del mes en curso, con asistencia de los HH. Senadores señores Miguel Otero Lathrop (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Juan Hamilton Depassier, Hernán Larraín Fernández y Anselmo Sule Candia.





			Sala de la Comisión, a 1º de julio de 1997.



































FERNANDO SOFFIA CONTRERAS


Secretario





� Esta norma consagra algunos casos en que se presume legalmente que concurren las circunstancias que configuran la eximente de legítima defensa.


� El artículo 247 se refiere a faltas, a delitos sancionados con multa o con inhabilitación o suspensión para cargos u oficios públicos o profesiones liberales y a delitos penados con privación o restricción de libertad no superior a 540 días. Con todo, tratándose de estos delitos, no así en el caso de las faltas, no procede citación sino detención si ella es considerada indispensable para la seguridad del ofendido o para el éxito de la investigación.


� Ver nota 2.


� Ver Primer informe, Boletín Nº 914-07, pág. 27


� Acerca del artículo 110, ver nota anterior.


�  Artículo 150 bis del primer informe.


� De 541 días a 10 años.


� De 541 días a 5 años.


� 5 años y un día a 10 años.


� De 3 años y un día a 10 años.


� 7 años a perpetua.


� 5 años y un día a 15 años.


� Ver Indicación número 25, págs. 20 y sigtes.


� 5 años y un día a 15 años.


� Ver primer informe, Boletín Nº 914-07 págs. 33 a 36.
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